Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 50 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes: ) 


“Nota de la Presidencia del Senado, de fecha 20 de agosto de 2013, por la que remite copia 
de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Senador Oscar López 
Goldaracena, en sesión del Senado de fecha 14 de agosto de 2013, relacionadas con el proyecto de 
instalación de una planta industrial en la zona de la playa de la Agraciada. 


Se reparte en el acto”. 


-La Comisión ingresa a la consideración del primer punto del Orden del Día que, de acuerdo 
a lo decidido la sesión pasada, consiste en definir si se considera en forma urgente la Carpeta 1290 de 
2013: proyecto de ley con exposición de motivos, presentado por el señor Senador Amorín, por el que 
se modifica el inciso final del artículo 380.8, en la redacción dada por la Ley N* 19.090, de 14 de 
junio de 2013. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Por nuestra parte, consideramos que el tema merece ser tratado 
con carácter urgente en esta sesión de la Comisión a los efectos de aventar alguna duda que pudiera 
suscitarse respecto de la aplicación del procedimiento de embargo de cuentas no identificadas, dada la 
bancarización prácticamente generalizada para el cobro de salarios de los trabajadores y funcionarios, 
así como de las pasividades de los jubilados. Si bien estos rubros son inembargables en cierto 
porcentaje y solamente pueden ser afectados ante supuestos especiales previstos en el propio Código 
General del Proceso, creemos que el tema merece ser debatido cuanto antes dado que el 
procedimiento de embargo de cuentas no identificadas entró en vigencia hace una semana. Desde ya 
adelanto que vamos a proponer un texto sustitutivo al que figura en el proyecto de ley presentado por 
el señor Senador Amorín. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, antes de ingresar en la consideración del tema, la Comisión 
debe votar su tratamiento urgente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración la Carpeta N* 1290/2013. 


Me permito recordar que la norma que ahora tenemos que modificar vino en el proyecto de 
ley remitido por la Suprema Corte de Justicia, que había sido elaborado por una Comisión especial 
creada a esos efectos, con la participación, entre otros, de los integrantes del Instituto de Derecho 
Procesal. No se trata de una norma introducida aquí o en la Cámara de Representantes sino que, 
insisto, ya figuraba en el proyecto de ley que llegó al Parlamento. 


SEÑOR GALLINAL.- Solicito que se reparta la versión original. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción original se distribuyó la sesión pasada. 


SEÑOR DA ROSA.- En principio tengo propensión a votar favorablemente este proyecto de ley en 
forma urgente porque, en verdad, refiere a un tema serio. Acepto que la actual redacción del artículo 
380.8 del Código General del Proceso puede dar lugar a discusión aunque, por cierto, en general se 
admite pacíficamente que las pensiones alimenticias y los salarios no se ven afectados por un 
embargo, ya que se trata de bienes inembargables y hay normas muy claras en ese sentido. Ahora 
bien; el avance de la bancarización en el pago de los sueldos, jubilaciones y pensiones justifica que 
haya una norma que dé claridad absoluta, de modo tal que nadie pueda interpretar que el Código 
General del Proceso habilita, de alguna manera, a que ahora se puedan embargar bienes que, 
claramente, son inembargables. 


Por lo tanto, reitero que en principio estoy dispuesto a apoyar esta iniciativa. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Me gustaría profundizar un poco en los fundamentos y el porqué 
de la redacción sustitutiva. 


Como muy bien señalaba el señor Senador Da Rosa, el Código General del Proceso vigente 
prevé la inembargabilidad de remuneraciones, pensiones y jubilaciones, salvo en determinados 
supuestos especiales; quiere decir que hay situaciones especiales que ameritan el embargo o la 
afectación, como dice la norma. Por otra parte, el embargo genérico de cuentas bancarias no 
identificadas, ontológicamente es otro rubro, por lo que en los hechos son perfectamente armonizables 
los dos preceptos. Se puede embargar las cuentas bancarias, pero no se puede embargar las 
pensiones, jubilaciones y sueldos hasta determinado monto. Tal como funciona el sistema bancario y el 
de remuneraciones, tanto en la Administración Pública como en buena parte de las empresas privadas, 
se da el fenómeno de una bancarización, si se quiere obligatoria, para los empleados, quienes deben 
abrir una cuenta en aquel banco con el que la empresa tiene un convenio para que allí se les acredite 
el sueldo. Muchas veces esa es la única cuenta que tiene la persona y la utiliza para todo, no solo para 
recibir el depósito de su sueldo. Por una vía indirecta puede darse el caso -y de hecho se va a dar- de 
que cuando un acreedor pida un embargo genérico en cuentas no identificadas, se vea afectada 
aquella en la que a la persona se le deposita el salario o la jubilación. Esta sería la única forma de 
conjugar los intereses legítimos de los acreedores por un lado, y el de todos los ciudadanos por otro, 
en cuanto a que no se les afecte el producto de sus salarios, las pensiones alimenticias, las 
jubilaciones, las pensiones y retiros. 


SEÑOR GALLINAL.- Lo que el Senador López Goldaracena acaba de referir es, justamente, lo que 
dice el proyecto del Senador Amorín, por lo que no distingo cuál es el cambio. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En el proyecto del Senador Amorín no se establece en forma 
precisa y concreta que las cuentas solamente puedan recibir ese tipo de depósitos. 


SEÑOR GALLINAL.- Pero el proyecto del Senador Amorín dice que en esas cuentas no se aceptarán 
depósitos diferentes a los rubros precedentemente indicados, esto es, remuneraciones, pensiones, 
jubilaciones, retiros y pensiones alimenticias. Es decir que se estaría creando un sistema de cuentas 
referido exclusivamente a esos ingresos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Lo que el Senador Gallinal acaba de leer no es del proyecto del 
Senador Amorín, sino del sustitutivo que hemos presentado nosotros ahora. 


SEÑOR GALLINAL.- Es cierto, estaba leyendo el proyecto presentado por el Senador López 
Goldaracena como si fuera el del Senador Amorín. De todos modos el origen es más o menos el 
mismo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Sí, el origen es el mismo. En realidad, la necesidad de considerar 
esta temática en un proyecto de ley es preocupación de todos los partidos políticos. En ese sentido el 
proyecto del Senador Amorín nos parece adecuado, pero no contempla específicamente este punto a 
través del cual se podría alcanzar un equilibrio, porque si bien deja fuera del embargo aquellos rubros 
que no son remuneraciones, podría generarse una situación injusta con otros acreedores. 


El último tema al que me quiero referir es el que tiene que ver con los efectos retroactivos de 
la ley. Sin perjuicio de lo que vaya a disponer la reglamentación -entendemos que esta ley debería ser 
reglamentada-, lo que se propone en el texto del artículo 1 es incorporar un inciso final al artículo 380.8 
del Código General del Proceso y en el artículo 2 se establece el carácter retroactivo a la fecha de 
entrada en vigencia del Código, para que no exista problema. 


Quiero decir claramente que hemos tomado como inspiración el proyecto del Senador Amorín. Como 
recordarán, a raíz de esa presentación, el mismo día que recibimos esa iniciativa propusimos su 
consideración urgente en el día de hoy. Inclusive, personalmente me comuniqué con el Senador 
Amorín para señalarle que íbamos a presentar un texto que desde el punto de vista técnico pudiera 
contemplar todos los supuestos. 


SEÑOR GALLINAL.- Sinceramente, me parece que es muy bueno el aporte que hace el Senador 
López Goldaracena, no obstante lo cual yo me hago algunas preguntas. Una de ellas es si el sistema 
bancario, el sistema de intermediación financiera, está en condiciones de responder afirmativamente a 
lo que surge de este proyecto -en principio pienso que sí-, es decir, si está en condiciones de que haya 
cuentas que estén referidas exclusivamente a estos ingresos. Lo digo porque también puede estar 
generándose una responsabilidad que es muy difícil de controlar. Primera pregunta entonces: ¿cómo 
sabe el banco donde se realiza el depósito si realmente ese dinero corresponde a una remuneración, a 
una pensión alimenticia o a otro concepto? Entiendo que esto complicaría un poco las cosas. 


Por otra parte, en este país no es común tener cuentas bancarias, no es un instrumento que 
se utilice con tanta frecuencia, sobre todo, por la gente de menores recursos. Además, no creo 
adecuado obligar a tener una segunda cuenta bancaria a quienes teniendo menos recursos ya poseen 
una. También tengamos presente que, a veces, se exigen determinados promedios mensuales para 
poder mantener las cuentas. Hago estos planteos porque son las dudas que tengo. 


Me parece muy justa la apreciación que se hace para aportar una solución, pero veo 
algunas complicaciones en cuanto a la instrumentación con relación a los puntos a los que estoy 
haciendo referencia. Quizás lo mejor sería que no se pudieran embargar las cuentas bancarias donde 
hay remuneraciones y pensiones alimenticias y, en todo caso, la carga de la prueba de demostrar que 
no existen esos recursos debería correr por cuenta del acreedor; creo que eso sería más sano. Si se 
optara por el otro criterio, creo que se podría complicar el asunto en extremo. De pronto, esto nos 
obliga a realizar una consulta a los bancos para ver qué respuestas nos pueden dar. 


Considero que si optamos por el texto que propone el Senador López Goldaracena -que 
haría justicia y abarcaría la situación-, de alguna manera le estaríamos transfiriendo la responsabilidad 
de controlar los depósitos a los bancos, pero es muy difícil controlar a una persona que vaya a 
depositar $ 800, $ 500 o cifras de ese orden porque tendría que ir a la institución con el recibo de 
sueldo o del jornal. Por eso, preferiría declarar inembargables las cuentas en las que se depositan 
salarios y los demás rubros que se mencionan en el proyecto y si el acreedor entiende que en una 
cuenta hay dinero que no responde a esos orígenes, que lo pruebe, y así después estaría en 
condiciones de pedir el embargo. Me parece que sería más razonable invertir la carga de la prueba en 
ese sentido que esta otra solución. No sé si el señor Senador López Goldaracena comprende mi 
planteo. 


Entiendo que pueda existir urgencia en aprobar una solución pero también es verdad que el 
planteo es que sea retroactiva y, entonces, si llegamos a aprobar una solución que contenga errores, 
será peor la enmienda que el soneto. Es por todo ello que he hecho estas apreciaciones. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- He pensado en esa solución; es más, no la descarté en todos 
estos días en que estuvimos elaborando propuestas. Sin embargo, finalmente opté por esta otra y 
quisiera profundizar un poco mis consideraciones con relación a los argumentos del señor Senador, 
que los tuve en cuenta. 


Uno de ellos tiene que ver con el global de los depósitos, es decir con la cantidad de 
depósitos. Si bien coincido en que pueden no ser muchos, son bastante más que los que a primera 


vista podemos pensar porque hoy todas las empresas -salvo empresas chicas que trabajan con un 
sistema de tesorería de caja- tienen una bancarización obligatoria. 


En cuanto a cómo controlar los depósitos, debo decir que, en general, este tipo de cuentas - 
indudablemente la reglamentación lo deberá tener presente y las circulares del Banco Central también- 
se abren por convenio entre las empresas y los empleados. O sea que es común que en la actividad 
privada el depósito lo efectúe directamente la empresa a través de cuentas abiertas por convenio. En 
algunos casos, esto puede llegar a ser optativo para los funcionarios públicos mientras que, en otros, 
se trabaja con el Banco de la República en forma directa. 


De manera que creo que es posible la identificación en la medida en que las circulares y la 
reglamentación dispongan que, por ejemplo, con el número de cédula de identidad de la persona se 
pueda utilizar una cuenta paralela para el resto de las operaciones. Algo que podrían decir es que en 
las cuentas de salarios y remuneraciones -en adelante, llamada “cuenta salarios” o “cuenta sueldos”- 
solo se podrá recibir depósitos de las empresas y nunca del titular. La cuenta sueldos tendrá que recibir 
solo depósitos del Banco de Previsión Social o de otras Cajas como, por ejemplo, la Militar. 
Seguramente, estas cuentas van a estar identificadas -tal como lo determina la ley- por las entidades 
del sistema para que solamente admitan determinado tipo de depósitos. Esto no me parece algo tan 
engorroso de lograr. 


A la solución de inembargabilidad de las cuentas -propuesta por el señor Senador Amorín 
como una solución primaria- le veo dos grandes problemas. Por un lado, que esas cuentas pueden ser 
embargables; en realidad, las pensiones y las jubilaciones en determinados supuestos son 
embargables y no las podemos sacar del procedimiento regulado en el artículo 380. Si establecemos la 
inembargabilidad de esas cuentas, quedará fuera todo el plus que se deposite por parte de la persona 
y sea de libre disponibilidad. Por otra parte, con respecto a la propuesta práctica o al psicodrama -por 
decirlo así- del escenario planteado correctamente por el señor Senador Gallinal, en el sentido de decir 
que el acreedor tenga la carga de probar que en esa cuenta hay montos o rubros que no corresponden 
al salario o a las remuneraciones, se nos puede presentar un problema práctico por el procedimiento 
de embargo de cuentas. Una vez que el usuario advierte que le trabaron una cuenta, el banco tendría 
que informarle al Juzgado que hay una cuenta por determinado monto y no la podría embargar. Me 
explico: la ley dice que el embargo queda trabado con el decreto del Juez. Si estamos hablando de la 
cuenta sueldos o de la cuenta remuneraciones, creemos que -tal como lo señaló el señor Senador 
Amorín- deberían quedar fuera del procedimiento de embargo porque no se procede de esa manera. 
¿Cómo se embargan esas cuentas? Uno podría pensar que si quedan fuera de ese procedimiento, la 
única forma sería por el método del embargo específico o concreto de la cuenta. ¿Cómo se entera, 
entonces, el acreedor que existe una cuenta diferente de las que embargó? Tendríamos que modificar 
el procedimiento de traba del embargo del artículo 380. De acuerdo con ello, el banco debería informar 
al Juzgado que existe una cuenta por determinado monto que no cae dentro del embargo. Esta cuenta 
no quedaría embargada porque, por el procedimiento actual, las cuentas quedan embargadas el día 
que el Juez decreta el embargo. Una vez que el deudor se entere de que se brindó esa información, 
seguramente al otro día retirará toda la plata. Este mecanismo me parece más engorroso para 
solucionar el derecho de los acreedores al cobro. 


Creo que la solución técnica más pulcra -quizá con complicaciones prácticas que aspiro a 
que la reglamentación las pueda solucionar- sería que cuando se abran cuentas para salarios, 
solamente reciban depósitos de salarios que paga el empleador y que no permita ni siquiera los 
depósitos que realice el titular. 


No me opongo a realizar las consultas pertinentes al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, al Banco Central o a cualquier otra entidad, pero dada la urgencia con que se está presentando 
este tema y siendo esta la primera Cámara que lo analiza, pienso que puede haber otra instancia en la 
que se puedan introducir las correcciones que eventualmente merezca el proyecto. 


SEÑOR GALLINAL.- La urgencia no puede significar que no aportemos una solución clara y definitiva. 
Asimismo, no me convence que el proyecto vaya a una Cámara y luego la otra lo corrija. Así venimos 
con ese sistema, y a veces la otra Cámara no corrige los errores. 


Por otra parte, es verdad que el sistema se está bancarizando y me consta que es menos la 
cantidad de gente que cobra sus sueldos en efectivo, pues cada vez se recurre más al sistema de los 
depósitos en las cuentas, tanto en el área privada como en la pública. Los bancos en general les 
otorgan a las empresas posibilidades de pagar directamente los salarios, prácticamente sin costos. Por 
tanto, lo único que tienen que hacer es depositar el monto equivalente a los pagos correspondientes, lo 
que a la empresa le cuesta -lo digo porque conozco algunos casos- US$ 8 por año por empleado. De 
esa manera la empresa se libera de todo el tema del pago a sus trabajadores. ¿Qué gana con esto el 
banco? Va en la búsqueda de nuevos clientes. Simultáneamente con la tarjeta para cobrar el sueldo, a 
la persona se le da una tarjeta de crédito. Además, ofrece promociones para los familiares con el fin de 
que saquen tarjetas de crédito. Así, la familia se va integrando y, como consecuencia de los problemas 
que estamos viviendo en el país, todos se sienten más seguros al tener sus ahorros, de cualquier 
naturaleza, dentro de los bancos. Entonces, me parece que comenzamos a meternos en la intimidad 
de la gente; no es bueno que cada vez que una familia deposite en el banco unos pesos, flacos o 
gordos -en estos casos generalmente son flacos-, tenga que acreditar el origen o el destino del dinero. 
Está bien que se apliquen las normas bancocentralistas; está bien que si hoy se quiere emitir un 
cheque o se quiere hacer un depósito por determinado monto, se tenga que justificar el origen o el 
destino de los recursos, pero no corresponde que se proceda así en estos casos. 


Como mencionó el señor Presidente cuando comenzamos a discutir este tema, es cierto que 
esta norma vino en el proyecto original y no se modificó en ninguna de las Cámaras. A lo que dijo el 
señor Presidente agrego que siempre se entendió -creo que así se debe seguir interpretando- que los 
salarios y las jubilaciones, o sea, las remuneraciones, son inembargables, estén sobre la mesa o 
depositadas en una cuenta bancaria. Ahora bien, cualquiera sea el lugar donde estén, sobre la mesa o 
en una cuenta bancaria, cuando el acreedor a través de una orden del Juez quiera hacerse de ellas, no 
podrá embargarlas porque son inembargables. Se podrá alegar que esos dineros no tienen origen en el 
trabajo, pero eso es algo que se tendrá que demostrar; de lo contrario, se invertirá la carga de la 
prueba que, del acreedor, pasará a tenerla el banco o -cosa que es peor- el deudor, es decir, el 
trabajador, y no me parece que eso sea lo justo. 


¿Estamos de acuerdo en que los salarios y las jubilaciones son inembargables? Sí. ¿Esto surge de la 
ley vigente? Sí. ¿Habrá que hacer alguna corrección? Quizás sí, en el sentido de que las cuentas 
donde estén depositados esos recursos sean inembargables. Ahí es donde surge la apreciación. En el 
caso de que haya otro dinero, será problema del acreedor demostrar que tiene otro origen. Se 
menciona la posibilidad de que se entere, pero ante esto debo decir que hay situaciones mucho más 
graves que esa. El acreedor no está en condiciones de saber qué bienes inmuebles tiene el deudor, ya 
que no existe un registro en el que, por ejemplo, se pida por el nombre de Francisco Gallinal y 
aparezca la lista de todos sus inmuebles. ¿Esto se hace en perjuicio de los acreedores? No. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Quiero hacer notar que compartimos la preocupación del señor 
Senador Gallinal, pero la única forma de equilibrar intereses y de garantizar que no se afecte de 
manera indirecta lo que es inembargable por principio legal, sería que existiera una cuenta que 
quedara fuera del embargo y que se limitara exclusivamente a los salarios. Esa es la única forma; 
ontológicamente no hay otra. Indudablemente, esto toca al sistema financiero pero no hay otra 
posibilidad porque, de otra manera, desde el punto de vista práctico estaríamos embargando lo 
inembargable. Se podrá estar embargado por una semana, quince días o dos meses; imaginemos un 
embargo de esta naturaleza un 21 o 22 de diciembre, momento en que se inicia la feria judicial. El 
rubro “cuenta salario” será tan inembargable como el salario; lo cierto es que no se me ocurre otra 
solución práctica. 


La primera solución que a uno se le ocurre es decir que estas cuentas en las que se depositan los 
salarios son inembargables, pero a su vez, en ellas puede haber disponibilidad de otros rubros que son 
embargables. Entonces, dejamos la carga de la prueba en manos del acreedor o del deudor. La única 
forma de que no exista una judicialización del tema es decir que los salarios, pasividades, retiros y 
pensiones son inembargables y que las cuentas bancarias a través de las cuales se paguen dichos 
rubros también lo son. Pero hay algo que complica más el asunto: los salarios, jubilaciones, pensiones 
y retiros son embargables en una cuota parte. 


Sería bueno que este sistema de bancarización fuera optativo. Entonces, si un trabajador no quiere 
bancarizarse, le tiene que poder exigir a su empleador que le pague el sueldo dentro de los primeros 


diez días y en efectivo. Todos sabemos que en la práctica eso no funciona así y que hay una política de 
bancarización -es correcto lo que señalaba el señor Senador Gallinal- que ingresa dentro del escenario 
de marketing del sistema bancario para intentar bancarizar a toda la familia. 


En la actualidad no existen requisitos especiales para abrir una cuenta de sueldo; basta con el hecho 
de ser dependiente para que quede abierta. En cambio, ¿se tienen que exigir otros requisitos para abrir 
una cuenta paralela? Creo que no, porque si el banco abre una cuenta de sueldo para el trabajador, no 
debería exigir otros requisitos para otra cuenta de la que quisiera disponer el funcionario para otros 
rubros, en el caso de que tuviera el deseo de bancarizarse. 


Reitero que creo que el tema debería ser solucionado de la forma técnica más adecuada 
posible y sería bueno que todos hiciéramos el esfuerzo para lograrlo. De todos modos, según mi 
percepción del tema y desde el punto de vista técnico, no encuentro una solución más adecuada que la 
que he expuesto, agregando, si se quiere, el traslado de la carga que significa la apertura duplicada de 
cuentas. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que ya he respondido ese cuestionamiento. 


Me parece claro que la situación es la siguiente. Hay un acreedor que pretende ejecutar o 
demandar a un deudor -podría ser también un embargo por medida cautelar- y, obviamente, la carga 
de la prueba nunca la puede tener el deudor. Si el acreedor dice que esa cuenta tiene recursos que no 
provienen del trabajo, la carga de la prueba la debería tener el acreedor. 


Entiendo que nosotros no podemos trasladar la carga de la prueba a la institución, al banco, 
en primer lugar porque no tenemos derecho a hacerlo. ¿Por qué el banco tiene que estar 
permanentemente controlando el origen de cada peso que entra a esa cuenta? En segundo término, y 
como ya mencioné, si al depositar $ 500 -que en muchos casos son los montos de los que estamos 
hablando-, una persona tiene que justificar de dónde salió ese dinero, nos estamos metiendo en su 
intimidad. 


Además, de acuerdo a las viejas leyes -pero también a las nuevas-, no hay ninguna duda de 
que estos recursos son inembargables. Entonces, hagámoslos inembargables, porque mañana puede 
haber problemas, no ya con el dinero depositado en una cuenta, sino con cualquier otro cuyo origen se 
discuta. ¿Quién tiene que demostrar que ese dinero no se originó en remuneraciones? El acreedor. Si 
este entiende que la plata que hay en esa cuenta no devino del trabajo, pedirá la traba de embargo y 
ofrecerá la prueba correspondiente para demostrar que efectivamente es así. Mientras tanto, es 
inembargable. Si el trabajador retira el dinero de esa cuenta, está en su derecho porque no hay nada 
que se lo impida, salvo que se hayan presentado pruebas de tal magnitud que el Juez disponga una 
medida cautelar, o provisoriamente, por alguna otra razón o instrumento. 


Por eso, señor Presidente, creo que lo único que hay que hacer es declarar inembargables 
las cuentas en las que se depositen recursos de esos orígenes, y después ello se regirá por la 
normativa vigente. Si el acreedor entiende que esos dineros se deberían poder embargar, lo 
demostrará y los embargará. De otra manera, no podrá hacerlo. 


Me parece que con esto solucionamos el problema. Gracias. 


SEÑOR RONDEAU.- Estamos ante el tema de la bancarización en la vida moderna, que entiendo 
también tiende a simplificar y facilitar, por cuanto no debería llevar a que se tenga que vivir en los 
Juzgados. 


Me parece que hoy en día todas estas cuentas son cajas de ahorro y que debería haber una 
especial, similar a la caja de ahorro, pero con una denominación especial, en la que el titular de la 
cuenta no pueda hacer depósitos, sino solo recibir los dineros que no son embargables. Además, se 
tendría que prever que la identificación de la cuenta ya sea suficiente para saber que ese dinero no se 
puede judicializar; serían bienes que llevarían una numeración distinta o una caracterización diferente 
a la caja de ahorro común. De otro modo, si alguien hace un depósito en la caja de ahorro en la que se 


le deposita el sueldo, enmascara y facilita el ocultamiento de algo que puede ser justamente 
embargable. 


Por tanto, creo que sería bueno si no hubiera problemas técnicos -a lo mejor, habría que 
hacer la consulta-; me parece que no los hay porque cuando uno va al cajero -que es la cosa más 
común y sencilla-, si tiene más de una cuenta, aparecen todas en pantalla y hay que elegir en cuál se 
quiere operar. Si una de ellas no permitiera depósitos del titular, ya estaría solucionado el problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, voy a comentar el fondo del asunto. 


Creo que esto es bastante complejo y por lo menos yo no me siento en condiciones de votar hoy. Me 
parece que habría que estudiar este aspecto detenidamente y reflexionar acerca de cuál es la mejor 
solución posible. 


Teniendo en cuenta la urgencia de la situación, se me ocurre que una medida posible es -me 
parece que habría que considerarla también-, como primer paso, para hacerlo inmediatamente, 
derogar esta norma nueva que sancionamos al aprobar las modificaciones al Código General del 
Proceso. Si hasta ahora hemos vivido sin esto, me parece que podemos privarnos de la nueva norma 
por un tiempo más y mientras tanto pensar en una solución mejor que contemple todos los aspectos 
que se han planteado aquí. 


Creo que sería malo para el prestigio del Parlamento que sancionáramos una modificación al 
Código General del Proceso y que quince días después tuviéramos que volver a modificarlo porque el 
Banco Central o la Asociación de Bancos de Uruguay salen a decir que es inaplicable por tal o cual 
razón. 


Esta es una propuesta que se me ocurrió ahora y que la pongo a consideración de los 
demás. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Considerando las apreciaciones vertidas por el señor Senador 
Gallinal y por el señor Presidente y en el entendido de que no todos los Senadores estamos de 
acuerdo con votar hoy este proyecto de ley, sugiero incluir este tema como primer punto del Orden del 
Día de la próxima sesión de la Comisión. De esta forma, podremos hacer las consultas pertinentes, 
incluso con relación a la propuesta del señor Presidente. 


En lo personal, adelanto que no me parece adecuado derogar porque creo que el sistema de 
embargo en las cuentas está bien, el procedimiento de embargo en cuentas bancarias es correcto. 
Simplemente se trata de corregir algo que inevitablemente va a suceder: que cuando se embargan 
cuentas bancarias no identificadas, va a caer la cuenta donde se depositan sueldos y pasividades. Eso 
es así. Tenemos que considerar de qué forma la sacamos sin perjudicar al acreedor y sin perjudicar al 
deudor. 


En cuanto a la solución de una cuenta especial -si se realizan las consultas y no merecen 
mayor cuestionamiento por parte del sistema- creo que podría generar consensos porque responde a 
los intereses del proyecto de ley presentado por el señor Senador Amorín, de este proyecto de ley en 
particular y de las preocupaciones manifestadas por el señor Senador Gallinal. 


Es por eso que -reitero- sugiero incluir este tema como primer punto del Orden del Día de la 
próxima sesión. 


Asu vez, ahora se me ocurre otra posibilidad: no derogar sino suspender la aplicación de ese 
artículo hasta tanto lo discutamos. No generaría el problema de los embargos que ya se pidieron esta 
semana, si es que se han pedido, pero estoy totalmente seguro de que sí. Mi temor es que la 
suspensión y la derogación nos sacarían la presión inmediata, pero considerando las urgencias que 
esta Comisión tiene con relación a otros asuntos, este tema podría quedar indefinido. Es por esa razón 
que sugiero trasladarlo para la próxima sesión de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se trata de una moción de orden que no admite discusión. Por lo tanto, se va 
a votar la propuesta del señor Senador López Goldaracena. 


(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se posterga entonces la consideración de este punto hasta la próxima sesión, en la que 
ocupará el primer lugar de su Orden del Día. 


SEÑOR GALLINAL.- Sin perjuicio de que figure en primer término del Orden del Día, ¿su propuesta 
sería derogar el numeral 8 del artículo 380? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que es una posibilidad a estudiar o la alternativa que propone el señor 
Senador López Goldaracena en el sentido de suspender su vigencia con carácter retroactivo. 


Sin perjuicio de ello, propongo que encomendemos al señor Presidente que también haga 
alguna consulta a nivel de la Asociación de Bancos sobre este problema, porque de pronto le pueden 
brindar algún elemento más ilustrativo. Simplemente por medio de una llamada, quizá, el Presidente de 
la Asociación de Bancos le va a decir que se puede o no, que complica o no. Es, por tanto, algo que 
nos va a ayudar. Creo que ahí está uno de los problemas: trasladar la carga de la prueba a los bancos. 


Es una idea nueva, señor Presidente; pero me parece que si hay tanta urgencia, de pronto 
los convocaríamos directamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos llamar al Banco Central. En el Directorio está el doctor Jorge Luis 
Gamarra, que seguramente podrá aportar elementos de interés. 


SEÑOR MICHELINI.- Esto lo vamos a resolver el próximo martes, pero más allá de la consulta que 
haga el señor Presidente, me parece que no vamos a poder abarcar toda la casuística de estos dos 
proyectos sobre los que el señor Senador López Goldaracena ha trabajado intensamente. Incluso, si se 
aprobara que hay que tener una cuenta solo para el cobro del sueldo se generarían otras 
circunstancias. Por ejemplo, cuando los bancos prestan dinero, se firma un papel donde consta el 
descuento y se describe qué pasa si al otro día se revoca. Creo que allí hay toda una casuística 
compleja. 


En cambio -lo digo para pensarlo-, en vez de hablar de las cuentas bancarias, podríamos 
hablar de los montos de los sueldos. Un inciso penúltimo, no final, podría decir: “Los montos vertidos 
por el Banco de Previsión Social” -ello incluye jubilación y pensión y asignaciones-, “así como los 
pagos del Estado o de empresas privadas en calidad de salarios en su concepto de inembargabilidad y 
con las salvedades de lo preceptuado en el 381.1”, que son embargables bajo ciertas condiciones - 
cuando hablo de sueldos del Estado me refiero a debidamente identificados- pero que no tendrán la 
condición de retención. Entonces, cuando se hacen los acuerdos de pago de salarios vía banco, los 
bancos pedirán que se identifiquen los montos o con el BPS, de modo que se puede embargar una 
cuenta pero no el salario. Después, la reglamentación determinará si cuando viene el embargo se abre 
otra cuenta solo para el sueldo o no. El problema que tenemos es que vamos a armar toda una 
estructura, una casuística para la excepción y podemos estar armando un lío bárbaro para la 
generalidad. Quizás se podría poner solamente una frase relacionada con esto porque los salarios, las 
pensiones y las jubilaciones las vierten dos o tres grupos: las empresas, el Estado y el Banco de 
Previsión Social o cajas paraestatales, y todas deberán identificarlo. De pronto, el doctor Gamarra 
encuentra una solución más aceptable por el lado de la bancarización de los montos y no de las 
cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ingresa a la consideración del segundo punto del Orden del Día, 
que refiere a la continuación del tratamiento del proyecto de ley de reforma del Código del Proceso 
Penal. 


Habíamos llegado al artículo 30 inclusive, pero quiero recordar que algunas normas 
anteriores tenían algunos problemas de redacción y el señor Senador López Goldaracena y quien 
habla habíamos asumido la tarea de proponer alguna redacción alternativa. Sin perjuicio de que luego 
se las entreguemos a la Secretaría para que se repartan y puedan considerarse en la próxima sesión, 
podríamos continuar con la consideración de los siguientes artículos del proyecto de ley. 


Léase el artículo 31. 
(Se lee:) 
“Sección !!!. 
De la Competencia por Razón de Tiempo. 


Artículo 31. (Reglas para la determinación de turno).- Los Tribunales de Apelaciones en lo 
Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal, los Juzgados Letrados de Ejecución y 
Vigilancia, los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior, los Juzgados de Paz y los Juzgados 
de Faltas ejercerán sus funciones por turnos, en la forma que determine la Suprema Corte de Justicia”. 


-En consideración. 


En este caso, reitero la observación formulada respecto de otros artículos en el sentido de mantener la 
redacción del artículo 18 del proyecto que cuando se refiere a los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia del Interior agrega: “con competencia en materia penal”. 


Observo que los señores Senadores están de acuerdo, por lo que se procederá de esa forma. 
Léase el artículo 32. 

(Se lee:) 

“Sección IV 

De la Competencia de Urgencia. 

Artículo 32. (Competencia de urgencia).- 


32.1- Los Jueces de todas las materias son competentes para adoptar las medidas más urgentes e 
impostergables solicitadas por el Ministerio Público, cuando se hallen próximos al lugar del hecho. Si 
varios Jueces concurren simultáneamente, conocerá el de mayor jerarquía. Cumplida la actuación de 
urgencia, el tribunal interviniente pondrá las actuaciones en conocimiento del naturalmente 
competente. 


32.2- Todos los magistrados del Ministerio Público podrán solicitar las medidas referidas en el numeral 
anterior, cuando se hallen próximos al lugar del hecho, dando cuenta inmediata al fiscal naturalmente 
competente”. 


-En consideración. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo con el texto. Como ciudadano, me gustaría que 
realmente los Jueces cumplieran con esto, pero en los hechos no sucede. Actualmente, los Jueces - 
cualquiera sea su naturaleza- son competentes para tomar la más urgente diligencia pero no recuerdo 
un caso donde actúe un Juez presente o que esté cerca del lugar de un hecho delictivo. Creo que 
ocurrió alguna vez en un partido de fútbol, pero en otras oportunidades y ante situaciones similares, no 
se ve a los Jueces tomar cartas en el asunto. Simplemente lo digo a título de comentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con la redacción. La innovación que introduce es que dice 
que aun las medidas que se adopten por ser urgentes, solo pueden ser aquellas solicitadas por el 
Ministerio Público. Es consecuente con la línea central de la reforma, que es el principio acusatorio. No 
es el Juez que, ante una situación urgente, toma medidas, sino que toma aquellas que el fiscal le 
solicita. 


Al comienzo del artículo 32.1, cuando dice “Los Jueces de todas las materias son 
competentes”, faltaría intercalar la referencia a los grados. Concretamente, debería expresar: “Los 
Jueces de todas las materias y grados son competentes”. La idea está implícita porque más adelante 
se establece que si varios Jueces concurren simultáneamente, conocerá el de mayor jerarquía. Por lo 
tanto, se parte de la base de que podrían actuar Jueces de distinta jerarquía, de diferente grado. De 
cualquier modo, no me parece que esté de más señalarlo expresamente porque le agregamos claridad 
a la norma. Creo que eso es bueno teniendo en cuenta que la incompetencia por razón de la materia o 
del grado es causa de nulidad absoluta e insanable, según el artículo 39 del proyecto. 


Léase el artículo 33. 
(Se lee:) 
“Sección V 
De la conexión y acumulación entre pretensiones y procesos. 
Artículo 33. (Casos de conexión).- Existe conexión cuando distintas pretensiones o procesos refieren: 
33.1- A una persona por la comisión de varios delitos. 
33.2- A varias personas por la comisión de un mismo delito. 


33.3- A varias personas por la comisión de distintos delitos, cuando alguno de los delitos ha sido 
cometido: 


a) Para ejecutar el otro; 

b) En ocasión de este; 

Cc) Para asegurar el provecho propio o ajeno; 

d) Para lograr la impunidad propia o de otra persona; 
e) En daño recíproco; 


f) En condiciones que determinen que la prueba de uno de ellos o de alguna de sus circunstancias, 
influya sobre la prueba del otro delito o de alguna de sus circunstancias”. 


-En consideración. 


Me permito comentar que es la reproducción textual del artículo 46 del Código de Proceso 
Penal vigente. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En realidad, se le eliminó el último inciso referido a los agravantes 
y demás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- O sea que se suprime el inciso final del artículo 46 del Código vigente. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Exactamente. Creo que está bien porque muchas veces para 
saber si la circunstancia es constitutiva o agravante del delito central, hay que esperar a que termine el 
proceso, y podría haber una contradicción con la conexión inicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 34. 
(Se lee:) 


“Artículo 34. (Planteo inicial de pretensiones conexas).- Cuando se advierta inicialmente la 
conexión de pretensiones, ellas deberán ser planteadas en un proceso único”. 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 35. 
(Se lee:) 
“Artículo 35. (Acumulación de pretensiones por inserción).- 


35.1- Si una vez iniciado un proceso surgen pretensiones conexas con las ya deducidas que 
no hubieren dado lugar a proceso, deberán ser acumuladas por inserción en el mismo proceso. 


35.2- No se procederá a la acumulación cuando se hubiere diligenciado integramente la 
prueba o cuando el tribunal disponga por resolución fundada la tramitación por separado.” 


-En consideración. 


Si los señores Senadores me permiten, cuando el artículo 35.1 dice: “Si una vez iniciado un proceso 
surgen pretensiones”, debería establecerse: “Si una vez iniciado un proceso surgieren pretensiones”, 
que es el subjuntivo que después se usa en el resto del articulado. 


Si no hay otras observaciones, pasamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 36. 
(Se lee:) 


“Artículo 36. (No acumulación de procesos).- Cuando se hubieren promovido procesos 
separados, no procederá la acumulación de los mismos y estos serán tramitados y resueltos con 
independencia por el tribunal competente en cada uno de ellos.” 


-En consideración. 


Si no hay observaciones, pasamos a la Sección VI. 


Léase el artículo 37. 


(Se lee:) 


“Sección VI 


De las cuestiones prejudiciales. 


Artículo 37. (Competencia en cuestiones prejudiciales).- 


37.1- El Juez del proceso penal es competente para entender en todas las cuestiones ajenas 
a su materia, que se planteen en el curso del proceso penal y resulten decisivas para determinar la 
existencia del delito o la responsabilidad del imputado. 


37.2- La decisión del Juez penal sobre las cuestiones a que alude este artículo, solo tendrá 
eficacia en sede penal. 


37.3- Si la cuestión prejudicial hubiera sido resuelta en la sede respectiva por sentencia 
pasada en autoridad de cosa juzgada, tendrá esta en el proceso penal la misma eficacia que tiene en 
su sede natural”. 


-En consideración. 


Si no hay observaciones, pasamos al siguiente artículo. 


Léase el artículo 38. 


(Se lee:) 


“Artículo 38. (Sentencias contradictorias).- Si la decisión de las cuestiones prejudiciales 
constituye fundamento principal y determinante de condena penal y las mismas cuestiones son objeto 
de una posterior sentencia contradictoria en su sede propia, podrá el perjudicado deducir recurso 
extraordinario de revisión”. 


-En consideración. 


Si no hay observaciones, corresponde pasar a la Sección VII. 


Léase el artículo 39. 


(Se lee:) 


“Sección VII 


De la incompetencia. 


Artículo 39. (Incompetencia por razón de la materia o del grado).- 


39.1- La incompetencia por razón de materia o del grado es absoluta y puede hacerse valer de oficio 
por el tribunal, o por las partes en cualquier momento del proceso. 


39.2- Lo actuado por un tribunal absolutamente incompetente es nulo, con excepción de lo dispuesto 
respecto de las medidas cautelares y de las decisiones que las modifiquen o hagan cesar, cuyos 
efectos subsistirán hasta que el Juez competente resuelva sobre su mantenimiento o revocación”. 


-En consideración. 

Si no hay observaciones, pasamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 40. 
(Se lee:) 


“Artículo 40. (Incompetencia por razón de lugar o de turno).- La incompetencia por razón de 
lugar o de turno no causa nulidad y solo puede hacerse valer por las partes en su primera 
comparecencia o por el tribunal de oficio al empezar su actuación, sin perjuicio de la competencia de 
urgencia”. 


-En consideración. 

Si no hay observaciones, pasamos al siguiente artículo. 
Léase el artículo 41. 
(Se lee:) 


“Artículo 41. (Contienda de Jurisdicción).- La Suprema corte de Justicia resolverá los 
conflictos entre la jurisdicción ordinaria y la militar.” 


-En consideración. 
Si no hay observaciones, pasamos al artículo 42. 
Léase. 

(Se lee:) 


“Artículo 42. (Contienda de Competencia).- Si por cualquier circunstancia, dos o más 
tribunales se declararen competentes o incompetentes para entender en un mismo asunto, cualquiera 
de ellos de oficio o a petición de parte, someterá la cuestión a la decisión de la Suprema Corte de 
Justicia. Esta resolverá cuál de los tribunales debe entender en el asunto.” 


-En consideración. 

Si no hay observaciones, corresponde pasar a la Sección VIII. 
Léase el artículo 43. 
(Se lee:) 
“Sección VII! 


De la Sustitución y Subrogación. 


Artículo 43. (Orden).- En los casos de vacancia, licencia, impedimento, recusación o 
abstención, los Jueces se subrogarán de la siguiente forma. 


43.1- Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, por sorteo entre los miembros de los 
Tribunales de Apelaciones en lo Penal. En su defecto y por su orden, entre los miembros de los 
Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y de Familia. 


43.2- Los Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, por sorteo entre los miembros de los 
otros tribunales de la misma materia. En su defecto y por su orden, entre los miembros de los 
Tribunales de Apelaciones en lo Civil, del Trabajo y de Familia. 


43.3- El Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal, por el que comparta la oficina y en su defecto, 
por el que le preceda en el turno. Si todos estuvieran impedidos por los Jueces Letrados de Primera 
Instancia en lo Civil.” 


-Me parece que en la redacción del artículo 43.3 hace falta una coma después de la palabra 
“impedidos”. 


Continúese la lectura del artículo 43. 
(Se lee:) 


“43.4- El Juez Letrado de Primera Instancia del Interior por su orden, por el Juez de igual categoría con 
competencia penal, por el de igual categoría de otra competencia, por el Juez de Paz con sede en la 
misma ciudad y por el Juez de la misma categoría de la sede más inmediata”. 


-Me parece que la idea que está implícita en el texto del artículo 43.4 es que si un Juez penal de 
determinado lugar del interior está impedido, lo subrogará el de la misma ciudad que también tenga 
competencia en materia penal, o sea, del otro turno. Ahora bien, en esta redacción no se aclara que el 
Juez deba ser del mismo lugar, pues se expresa “por el Juez de igual categoría con competencia 
penal”. Si bien creo que está implícito que el Juez que subrogue debe ser de la misma ciudad, creo que 
para mayor claridad y precisión podría decirse “por el Juez de igual categoría y lugar con competencia 
penal”. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo con la apreciación, pero me parece que este 
texto se refiere al Juez letrado de primera instancia del interior, y en realidad puede haber lugares en 
los que exista uno solo. Puede suceder que en la misma sede no haya otro Juez letrado, pues no hay 
dos turnos; en ese caso deberá recurrirse a otro departamento. Por eso creo que quizás lo que quiso 
decir la norma al dejar esta redacción abierta es que, si es posible, se recurrirá a un Juez letrado del 
mismo lugar -se supone que de la misma ciudad-, pero no se establece específicamente porque en el 
interior no sucede como en Montevideo o en algunas capitales departamentales, donde existe más de 
un turno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La norma establece un orden de preferencia. Entonces, al que hay que ir a 
buscar antes que nada es al otro Juez penal de la misma ciudad; si ese Juez por alguna razón no 
puede, o directamente no hay, se recurre a otro Juez letrado de otra materia en la misma ciudad y, si 
no, al Juez de paz de la misma ciudad. Recién en último lugar se recurre, según el texto, al “Juez de la 
misma categoría de la sede más inmediata”. Es decir que se recurre al Juez de otro lugar en último 
término del orden de preferencia; el punto de partida es recurrir siempre al del mismo lugar. 


SEÑOR DA ROSA.- Lo que podría ser discutible en esta materia es a cuál esfera se le da 
preeminencia, es decir, si a la localidad desde el punto de vista geográfico o a la competencia en 
materia penal. Si se diera preferencia a la competencia en materia penal, el criterio tendría que ser que 
habría que recurrir al Juez en lo penal de la localidad más próxima a esa ciudad. Pero creo que al fin 
de cuentas está bien el criterio que fija el proyecto, porque cuando hay una instancia penal que 
circunstancialmente el Juez competente no puede abordar por equis razones, lo más correcto es que lo 


haga un Juez que, aunque no sea competente en materia penal, sea de la localidad, por razones de 
urgencia y hasta de conocimiento del entorno y de la realidad del lugar. Si bien es cierto que un Juez 
que proviene de otra localidad tiene la especialidad -en este caso es competente en materia penal-, 
por otro lado tiene la inconveniencia de que desarrolla su actividad, tiene su carga de trabajo, en otra 
localidad y, además, muchas veces no conoce la realidad y el entorno donde se produce el evento 
delictivo que motiva su competencia. 


Al final, creo que la solución del proyecto de ley a ese respecto está bien, esto es, que prime 
el criterio de la localidad. Si el Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal no puede subrogar, será 
el Juez de otro turno con competencia también en materia penal quien actúe. Si no lo hay, será otro 
Juez el actuante, aunque no tenga competencia en materia penal, o un Juez de paz de la localidad, 
pero debe primar el criterio de la localidad, de la realidad geográfica. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Es que está primando el criterio de la localidad señor Senador, 
porque fíjense que en el caso de Jueces penales de la misma categoría se termina en el Juez de paz 
con sede en la misma ciudad y recién después se va a un Juez de la misma categoría de la sede más 
inmediata. Como no lo tengo muy claro, preferiría dejarlo pendiente. 


En principio, estoy de acuerdo con la sugerencia del señor Presidente en el sentido de que 
se circunscriba a la localidad, pero tal como está redactada la norma pienso que quizás podemos ir 
más allá, a “la sede más inmediata”, como se dice en el párrafo final del artículo; se refiere a cuando no 
exista dentro de la localidad o dentro de otro radio que no sea esta última. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que esos son los aspectos que luego reglamenta por acordada la 
Suprema Corte de Justicia -cómo se subroga y que lo hará determinado Juzgado por tal otro, etcétera-, 
pero acá establecemos el marco general. 


Con mi propuesta no pretendía modificar el concepto del artículo, que a mi juicio es correcto, 
sino que simplemente me parecía que ganaba en claridad si se agregaba una referencia al lugar: “El 
Juez Letrado de Primera Instancia del Interior por su orden, por el Juez de igual categoría y lugar con 
competencia penal; por el de igual categoría y lugar de otra competencia”, y después sigue el texto 
como está. Pero, en fin, lo dejamos pendiente para comentar después. 


(Apoyados.) 
-Continúese la lectura del artículo 43. 
(Se lee:) 


“43.5- Los Jueces Letrados de Ejecución y Vigilancia, por el que le preceda en turno y si 
todos estuvieran impedidos, por los Jueces Letrados en lo Penal del departamento. 


43.6- Los Jueces de Faltas y de Paz, por el que le preceda en turno. 


En todos los casos de integración de tribunales pluripersonales, el miembro 
integrante continuará conociendo en el caso hasta su terminación. Si el impedimento es por causa de 
licencia, la integración se efectuará si ésta se prolonga por más de treinta días”. 


-En consideración. 


Creo que en las dos disposiciones que se acaban de leer hay un artículo que debe ir en 
plural: “les preceda en turno”, porque se hace referencia a “Los Jueces Letrados de Ejecución y 
Vigilancia”, idéntica observación nos merece el 43.6. 


Si la Comisión continuara sesionando, debería ingresar al Capítulo Il denominado “El 
Ministerio Público”, que es muy importante y, a esos efectos, tener a la vista el proyecto de ley del 
doctor Díaz o al menos definir un criterio respecto a cómo vamos a manejarnos. Estando ya muy cerca 
de la hora de comienzo de la sesión del Senado -fijada para las 16 y 30-, propondría pasar a cuarto 
intermedio hasta el próximo día de reunión de la Comisión para abordar este tema que, repito, 
insumiría mucho más de los veinte minutos que nos restan hoy. 


SEÑOR DA ROSA.- Naturalmente que sí, porque es uno de los temas centrales del proyecto. 


SEÑOR MICHELINI.- Pregunto si no se podría hacer un comparativo para la próxima semana sobre 
este capítulo, no solo sobre la ley existente y lo que mandó el Poder Ejecutivo, sino también respecto 
de lo que acercó el doctor Díaz. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que propone el señor Senador Michelini es que se elabore un comparativo 
entre las normas relativas al Ministerio Público contenidas en el proyecto que estamos considerando, la 
Ley Orgánica del Ministerio Público vigente y las normas del Código del Proceso Penal vigentes sobre 
el Ministerio Público y, por otro lado, el proyecto del doctor Díaz. Desde ya señalo que son materias de 
difícil comparación porque, por un lado, está lo relativo a las disposiciones orgánicas y, por otro, la 
actuación del Ministerio Público en el proceso. Como son actuaciones en procesos muy distintos, uno 
inquisitivo y el otro acusatorio, la comparación es peliaguda. 


SEÑOR MICHELINI.- Eso es con respecto al proyecto enviado por el Poder Ejecutivo y la normativa 
actual. Con respecto a la parte acusatoria, es bueno tener lo que propone el doctor Díaz y ahí sí hay 
más similitud con lo que mandó el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le encomendamos la tarea a la Secretaría de la Comisión, que seguramente 
tratará de superar las dificultades. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Debemos tener presente que, además, hay un proyecto del Poder 
Ejecutivo sobre reforma del Ministerio Público. 


En la comparecencia del doctor Díaz se hicieron comentarios específicos con relación al 
proyecto del Código del Proceso Penal pero, como ya dije, existe un proyecto de reforma del Ministerio 
Público. Entonces, no se a cuál se refería el señor Senador Michelini; no sé si se refería a los 
comentarios del doctor Díaz sobre las modificaciones al CPP o al proyecto sobre la nueva Ley 
Orgánica del Ministerio Público. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: modifico mi propuesta porque la ley actual no nos va a ayudar 
en nada. En eso usted tiene razón. Sería lo que mandó el Poder Ejecutivo más el proyecto del doctor 
Díaz en lo vinculado a la parte acusatoria. Todo lo que sean aspectos de la Ley Orgánica vinculados 
con los fiscales que no están en este proyecto de nada nos sirven. Por eso me refiero a lo vinculado 
con este capítulo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Veremos qué resultado da la comparación que realizará la Secretaría. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Simplemente quisiera trabajar con la Secretaría a los efectos de ver si podemos 
convocar a la Subcomisión que está analizando las modificaciones de las disposiciones relativas a la 
Junta de Ética y Transparencia Pública. Quizás aquellos señores Senadores que no estén en la 
Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda podríamos reunirnos el jueves de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo integro la Subcomisión y el jueves por la mañana no voy a poder asistir, 
pero sí podría hacerlo a partir de las 13 horas. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Podemos ver los horarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, la Subcomisión se reunirá el jueves a la hora 13 y la 
Comisión el próximo martes a las 14 y 30 horas. 


(Apoyados.) 
-Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 15 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


